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Distinguidos representantes, damas y caballeros:

Excelentísimo doctor Logar, Embajador de Eslovenia ante las Naciones Unidas en Ginebra y Vicepresidente del Consejo de Derechos Humanos, agradezco al Consejo de Derechos Humanos por haber organizado esta importante mesa redonda. 

Madame Pillay, su liderazgo a la cabeza de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACDH) es inspirador y estamos agradecidos por su compromiso con los derechos de las personas con discapacidad. 

En mi calidad de Presidenta del Comité Internacional de Coordinación de las Instituciones Nacionales para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos – “el CIC” – hago extensivo el agradecimiento de nuestros miembros por el estudio temático sobre la estructura y la función de los mecanismos nacionales de aplicación y vigilancia del cumplimiento de la Convención, y por marco que proporciona a nuestra mesa redonda. 

La Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos es un socio integral para impulsar la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Deseo también hacer un reconocimiento del significativo aporte del Consejo de Derechos Humanos a los derechos de las personas con discapacidad.

Hoy hablaré sobre el innovador enfoque adoptado para la aplicación y la vigilancia del cumplimiento de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, que se expresa en el artículo 33.

Este artículo prevé una función especial para las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos: es una función sin precedentes en el derecho internacional y que las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos lograron obtener durante el proceso de negociación.

En la primera oración del artículo 33 se pide que cada Estado parte establezca y mantenga un marco para promover, proteger y vigilar la aplicación de la Convención. Establece que cada marco debe concordar con los sistemas jurídicos y administrativos del Estado y debe incluir uno o más mecanismos independientes. 

Las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos son idóneas para servir como piedras angulares de esta infraestructura.

El artículo es explícito en su mención de las instituciones nacionales de derechos humanos, en esta expresión:
“Cuando designen o establezcan esos mecanismos, los Estados Partes tendrán en cuenta los principios relativos a la condición jurídica y el funcionamiento de las instituciones nacionales de protección y promoción de los derechos humanos”.

Los principios a los que alude esta oración son los Principios de París creados por el CIC en sus reuniones fundacionales y que adoptó la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1993 en su Resolución General 48/134. Estos principios establecen los requisitos específicos que debe cumplir una organización para ser considerada una INDH. Uno de los requisitos fundamentales es la separación entre el Estado y las instituciones nacionales de derechos humanos.

Actualmente, 65 Instituciones Nacionales de Derechos Humanos han obtenido acreditación de clase “A” y muchas más continúan trabajando en pos de este objetivo.
La acreditación de clase “A” es de suma importancia para una institución nacional, ya que denota que es una institución totalmente independiente del gobierno de su Estado. El sistema internacional de derechos humanos reconoce la fiabilidad de este proceso. 

Por ejemplo, este Consejo reconoce la acreditación de clase “A” del CIC al otorgar a las instituciones nacionales de clase “A” pleno derecho de participación. Nosotros tomamos esto muy en serio y desde que se concedió este derecho en 2007 hemos presentado decenas de declaraciones y documentos, además de participar muy activamente en el Examen Periódico Universal. 

Damas y caballeros:

Las Instituciones Nacionales tienen importantes responsabilidades y conocimientos especializados específicos en materia de promoción y protección de los derechos de las personas con discapacidad. 

Estas instituciones ya llevan a cabo las funciones descritas en el artículo 33, tales como investigación, promoción, consulta, presentación de informes y resolución de quejas. Algunas de ellas ya están vigilando el cumplimiento. 

Asimismo, se ocupan de una amplia variedad de cuestiones que, a menudo, se interceptan con los derechos de las personas con discapacidad, tales como la discriminación de género y el racismo.

De igual manera, las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos sirven de puente entre los estados y la sociedad civil, y participan con organizaciones que representan los intereses de las personas con discapacidad. Por supuesto, esto está en consonancia con el principio rector de la Convención de que nada de lo que nos atañe directamente se haga sin nosotros, lo cual enfatiza que la gente con discapacidad y las organizaciones que representan sus intereses “estarán involucradas y participarán plenamente en el proceso de vigilancia”. Esto es verdaderamente innovador y requerirá que las INDH y las organizaciones que interceden por las personas con discapacidad adquieran nuevas capacidades para interactuar con eficacia. La vigilancia y la implementación quedarían muy disminuidas sin la participación de las personas con discapacidad.   

Como destaca el estudio de la OACDH, la función de las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos se extiende más allá del marco de vigilancia descrito en el artículo 33. Muchas Instituciones Nacionales de Derechos Humanos ya están emprendiendo las actividades adicionales que se describen en el estudio, como por ejemplo:

· Enseñanza de los derechos humanos.

· Coordinación con instituciones gubernamentales.

· Cooperación con la sociedad civil y con organizaciones que representan los intereses de las personas con discapacidad.

· Presentación de informes a los órganos creados en virtud de tratados y de otros instrumentos internacionales, como el Examen Periódico Universal y los Procedimientos Especiales.

Aportamos estos conocimientos especializados a nuestra participación en la elaboración de la Convención. El CIC coordinó la participación de las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos. Fue la primera vez que las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos participaron en un proceso de negociación en calidad de entidades independientes y no como miembros de delegaciones estatales. 

Mirando hacia el futuro, las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos y el CIC tienen la capacidad y la voluntad de asumir responsabilidades para implementar la Convención en la mayor medida posible.

Y ya hemos comenzado a avanzar por esa vía.

Desde la firma del 30 de marzo de 2007, hemos encabezado varias iniciativas para preparar a nuestros miembros para la aplicación de la Convención. En el marco de la Segunda Conferencia de los Estados Parte celebrada en Nueva York en septiembre de 2009 y en la consulta patrocinada por la OACDH en Ginebra en octubre de 2009 se realizaron eventos paralelos enfocados en el artículo 33.

La mayoría de nuestras redes regionales ya han realizado sesiones sobre la aplicación de la Convención.  

Asimismo, en cooperación con el Proyecto sobre Discapacidad de la Facultad de Derecho de la Universidad de Harvard, representantes de Instituciones Nacionales de Derechos Humanos se han reunido en cuatro ocasiones en los últimos años para deliberar sobre cuestiones fundamentales relativas a la aplicación de la Convención. 

En los estados que no cuentan con una Institución Nacional de Derechos Humanos acreditada de clase “A”, estas instituciones pueden ser las organizaciones más eficaces para recibir la designación formal de mecanismo independiente y llevar a cabo las responsabilidades mencionadas en el artículo 33, a saber promover, proteger y vigilar la implementación de la Convención. 

Algunos estados ya han designado formalmente a sus Instituciones Nacionales de Derechos Humanos para este fin. 
Instamos a todos los Estados Parte que cuentan con Instituciones Nacionales de Derechos Humanos de clase “A” a que las consulten, con vistas a designarlas como mecanismo independiente en virtud del artículo 33.2, y para proporcionar la financiación necesaria para apoyar esa función.

En el caso de los estados que no tienen Instituciones Nacionales de Derechos Humanos, éste es el momento oportuno para establecer una. Un tercio de los Estados miembros de las Naciones Unidas y un tercio de los Estados miembros del Consejo de Derechos Humanos cuentan con Instituciones Nacionales de Derechos Humanos con acreditación de clase “A”.

Un elemento central del CIC es apoyar la creación y el fortalecimiento de Instituciones Nacionales de Derechos Humanos. Ofrecemos nuestra asistencia a todo estado que intenta alcanzar ese objetivo.

Para concluir, con nuestra creciente fuerza y conocimientos especializados colectivos, el CIC y las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos continúan haciendo sólidos aportes en todas las áreas de los derechos humanos. 

Participar en la implementación de la Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad es nuestro deber y compromiso. Las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos son idóneas para cumplir el mandato descrito en el artículo 33.2 de la Convención.

Gracias.
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